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INTRODUCCIÓN 

     El presente trabajo tiene por finalidad focalizar en el principio de la autonomía progresiva de 

niños, niñas y adolescentes que se incorpora en el Código Civil y Comercial, que rige en el 

territorio argentino a partir del 01/08/2015. 

     Esto demuestra la incorporación de principios de derechos humanos en la legislación nacional 

luego de la última reforma constitucional en 1994, que adoptó varios tratados internacionales a 

los que les dio jerarquía constitucional (conforme artículo 75, inciso 22 C.N.). Entre ellos se 

encuentra la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (C.D.N.) que establece en su 

artículo 1° que "se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad" y en su 

artículo 2° dispone que "Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente 

Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción 

alguna...". En pocas palabras, estas normas incorporan las obligaciones de garantizar y de 

respetar la Convención, obligando al estado argentino a tomar las medidas necesarias para 

cumplir con su compromiso para con los derechos humanos. 

     Por otro lado, el Código Civil y Comercial, en concordancia con la Constitución Nacional, 

busca establecer la regulación de los aspectos civiles y comerciales de la vida de las personas, 

respetando dichos derechos humanos y haciéndolos cumplir "[...] El Código Civil y Comercial 

hace realidad la tutela de los vulnerables a través de la protección de la persona humana y 

enaltece la imprescindible coherencia del derecho privado con el sistema de derechos humanos", 

observándose, así, la constitucionalización del derecho privado.  

     En el comienzo del desarrollo de este trabajo, abordaremos la Convención Internacional sobre 
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los Derechos del Niño, junto con la última reforma constitucional argentina de 1994. Luego, 

trataremos el concepto de Autonomía Progresiva, su contenido y fundamentos, ya que la 

autonomía es un concepto jurídico primordial y se trata de uno de los pilares básicos sobre el que 

se sustenta la libertad individual de todas las personas, en particular de los niños, niñas y 

adolescentes, que cambiaron su status jurídico desde ser objetos de protección a ser sujetos de 

derechos; después comentaremos los artículos pertinentes del Código Civil y Comercial, y 

finalmente expondremos dos casos jurisprudenciales relacionados a ésta temática, para llegar a la 

conclusión final de este trabajo. 
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Convención Internacional sobre Los Derechos del Niño  

 

     La Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (CDN) es adoptada por la 

Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, en Nueva York. Ella resulta 

el marco mínimo de reconocimiento y respeto a los derechos de los niños en el que deben 

inscribirse las prácticas y las políticas de los países que la han ratificado. Ello sin perjuicio de que 

la adecuación de las legislaciones internas de los Estados Partes a la Convención deberá tener en 

cuenta aspectos culturales propios1. 

      Argentina ratificó la Convención en el año 1990, mediante Ley 23.849, la cual fue 

promulgada el 16 de octubre de 1990 y publicada en el Boletín Oficial el 22 de octubre de 1990. 

Luego, con la reforma constitucional de 1994, adquirió rango constitucional, junto a otras 

convenciones y tratados, conformando lo que se llama el bloque de constitucionalidad.2 

      La Convención concibe las bases mínimas para la protección y derechos en la niñez, y para 

que la misma sea respetada cumpliendo con los compromisos asumidos y el país no incurra en 

sanciones, Argentina fue adecuando su legislación interna; en primer orden se sancionó la Ley 

                                                           
1       Mary Beloff “Modelo de la Protección Integral de los Derechos del Niño y de la Situación Irregular: un 

modelo para armar y otro para desarmar”, 2009.- 

2       “Aunque el bloque de constitucionalidad no tenga un significado preciso generalmente aceptado y 

se considere que tiene gran elasticidad semántica, en términos generales se trata de una categoría 

jurídica (un concepto) del derecho constitucional comparado que se refiere al conjunto de normas que 

tienen jerarquía constitucional en el ordenamiento jurídico de cada país. Así, el bloque de 

constitucionalidad parte del supuesto según el cual “las normas constitucionales no son sólo aquellas que 

aparecen expresamente en la Carta sino también aquellos principios y valores que no figuran 

directamente en el texto constitucional, pero a los cuales la propia Constitución remite”. Ello básicamente 

significa que la existencia de un bloque de constitucionalidad implica identificar todas las normas 

(principios y reglas) y valores que, pese a no estar expresamente establecidos en la Constitución escrita, 

son materialmente constitucionales. Es así que, dentro de tales normas y valores integrados a la 

Constitución (por remisión expresa o tácita de ésta), principalmente encontramos los estándares 

internacionales sobre derechos humanos”. - Suprema Corte de Justicia de la Nación (2013), pp. 17-18.- 
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26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, que complementaba a 

la pertinente Convención, en el año 2005, y más tarde, en el año 2015 con la  sanción del Código Civil y 

Comercial de la Nación, se incorporaron los principios que ya formaban parte de la Convención como de 

la ley 26.061, son los principios rectores de Interés Superior del Niño, el Derecho a Ser Oído y el 

Autonomía Progresiva.    

     La CDN, desde su preámbulo considera que el niño “debe estar plenamente preparado para 

una vida independiente en sociedad”, aclarando en su primer artículo, que "[...], se entiende por 

niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, [...]". Siempre destacando, a lo largo de 

toda la Convención, de forma expresa y tácita, el Interés Superior del Niño. 

     A su vez, en su artículo 5°, alega de manera implícita el principio de  autonomía progresiva: 

"Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres 

o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la 

costumbre local, de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de impartirle, 

en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que 

el niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención"3. 

     Además, en su artículo 12, se garantiza al niño “que esté en condiciones de formarse un juicio 

propio” el derecho “de expresar su opinión libremente” en todos los asuntos que lo afectan, 

“teniéndose debidamente en cuenta sus opiniones en función de su edad y madurez”4.  

-Bloque de Constitucionalidad en Argentina. 

                                                           
3    CDN, art.5º.- 

4    CDN, art.12.- 
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     El profesor argentino Germán Bidart Campos5 (1927-2004) sostenía que “el Bloque de 

constitucionalidad es el conjunto normativo que contiene disposiciones, principios o valores 

materialmente constitucionales, fuera de la Constitución documental"(Bidart Campos, Germán. 

“EL DERECHO DE LA CONSTITUCIÓN Y SU FUERZA NORMATIVA”. BUENOS AIRES, EDITORIAL EDIAR, 1995). 

     Recordemos, entonces, que el Bloque de Constitucionalidad argentino, luego de la reforma 

constitucional del año 1994, se conforma de la siguiente manera:  

1. Constitución y Tratados Internacionales de Derechos Humanos con rango constitucional 

(artículo 75, inciso 22, párrafos 2 y 3 de la Constitución). 

2. Otros Tratados Internacionales ratificados por Argentina, v. gr. Concordatos, Tratados de 

Integración, etc. (artículo 75, inciso 22, párrafo 1 de la Constitución). 

3. Leyes Nacionales del Congreso (artículo 28 de la Constitución), reglamentos del Poder 

Ejecutivo (artículo 76 y artículo 99, inciso 3, párrafos 2, 3 y 4 de la Constitución). 

4. Decretos reglamentarios del Poder Ejecutivo (artículo 99, inciso 2 de la Constitución). 

5. Derecho Local (artículos 5, 31, 123 y 129 de la Constitución). 

     El objetivo final de este bloque de constitucionalidad, es llevar a cabo el control 

constitucional6. 

-Cambio de status jurídico de niños, niñas y adolescentes. 

                                                           
5   https://scielo.conicyt.cl .- 

6           
https://www.menschenrechte.org/wpcontent/uploads/2009/11/Bloque_Constitucionalidad_Argent

ina_impunidad.pdf  - pág. 7 - enero de 2007   

https://scielo.conicyt.cl/
https://www.menschenrechte.org/wp-content/uploads/2009/11/Bloque_Constitucionalidad_Argentina_impunidad.pdf
https://www.menschenrechte.org/wp-content/uploads/2009/11/Bloque_Constitucionalidad_Argentina_impunidad.pdf
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      Se ha producido un cambio significativo en la manera de comprender los derechos de las 

personas menores de edad. Esta transformación se la conoce como el reemplazo de la "doctrina 

de la situación irregular" por la "doctrina de la protección integral". 

      Las normas que surgen con base a la "doctrina de la situación irregular" entiende a los niños y 

a los jóvenes como objetos de protección a partir de una noción negativa de estos actores 

sociales, "en palabras de Antonio Carlos Gomes Da Costa, una definición basada en lo que no 

saben, no tienen o no son capaces". 

Por otra parte, la "doctrina de la protección integral de los derechos del niño" surge de: 

- La Convención sobre los Derechos del Niño (20/11/1989); 

- Las Reglas de Beijing o reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la 

justicia de menores (1985); 

- Directrices de Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil, conocidas como 

Directrices de Riadh (1990); 

- Y otros instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos (artículo 75, inciso 

22 C.N.). 

      Si bien no hay una definición específica de lo que significa protección integral de los 

derechos de los niños, sí se puede afirmar que protección integral es protección de derechos. 

Dentro de la concepción central de la protección integral, se desprende el concepto del "interés superior 

del niño" el cual, si bien es criticado por su vaguedad, significa la satisfacción de los derechos del niño. 

     El cambio de una doctrina a la otra, equivale a pasar de una concepción de los "menores" 

como objetos de tutela y protección segregativa, a considerar a niños y a jóvenes como sujetos 



9 

 

 

plenos de derecho7.  

Análisis del Concepto “Autonomía Progresiva” 

 

     El principio de Autonomía Progresiva surge del juego entre tres pilares sobre los que se 

edifican los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes: la condición de sujetos de 

derecho, el interés superior del niño y el derecho a ser oído. 

    Este principio se engloba dentro de los denominados conceptos jurídicos indeterminados8,por 

ello es determinante precisar en qué consiste. En el concepto jurídico se lo relaciona con la 

graduación en el ejercicio de los derechos en función de su condición o desarrollo psicofísico, 

debido a que la capacidad de los niños, niñas y adolescentes se desarrolla actualmente bajo la 

idea de progresividad, es decir que la capacidad se mide para la mayoría de los actos, además de 

tener en cuenta a la edad, también cuentan la madurez y el nivel de discernimiento alcanzado. 

     Entonces, hoy no sólo se mide la capacidad del menor conforme a un rango etario 

determinado y estanco, sino que se debe complementar con la madurez y aptitud que presente 

para la realización de cada acto. 

     El principio de Autonomía Progresiva constituye la base de un apropiado respeto de la 

conducta de los niños y adolescentes, lo que implica poner el foco en la personalidad de los 

mismos, respetando sus necesidades, espacios, y su participación en su formación, sin exponerlos 

                                                           
7   Mary Beloff "No hay menores de la calle". Revista No hay derecho. Bs As., número 6, junio de 1992.- 

8     Kemelmajer de Carlucci, Aída, “Dignidad y autonomía progresiva de los niños”, en Revista de Derecho Privado 

y Comunitario 2010- 3. Derechos del paciente, Buenos Aires, Rubinzal-Culzoni, 2011, pág. 137.- 
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anticipadamente a las plenas responsabilidades que se asocian con la edad adulta9.  

     Esta evolución, este cambio de paradigma acarrea la necesidad de los padres de ir ampliando 

sucesivamente el marco de capacidad de obrar de sus hijos, se logra derribar los conceptos 

estancos, donde en estructuras rígidas como la determinación precisa de la edad eran bases de 

entendimiento.  

      Se visibiliza a la madurez y la capacidad de entender, como producto de cada persona en 

particular, en la vida de cada ser humano.  

No se trata de desobligar a los padres, sino de saber escuchar al niño y poder acompañarlo en su 

desarrollo. En que sean considerados como sujetos de derechos y no solo como objetos de 

protección. La vida cotidiana nos demuestra la constante necesidad de medidas de protección 

especial que requieren, los niños, niñas y adolescentes, las cuales deben ser promotores de sus 

derechos respetando su progresividad. 

Código Civil y Comercial de la Nación 

 

     El Código Civil y Comercial de la Nación (CCCN), que rige desde 2015, ha impuesto como 

requisito normativo de la capacidad, dos elementos: 

1) edad, y 

2) madurez suficiente. 

Es decir que adopta un sistema mixto, un criterio flexible por un lado (madurez suficiente) y, por 

otra parte, un criterio rígido (edad).  

                                                           
9    Lansdown, Gerison, La evolución de las facultades del niño, Florencia, UNICEF, 2005, pág. 19.- 
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     La madurez se relaciona con el concepto de competencia, es decir que se refiere a condiciones 

personales que permiten tener conformada una determinada aptitud, que es suficiente para ejercer 

el acto de que se trate. Se trata de la posibilidad personal de comprender, razonar, evaluar y, 

finalmente, decidir en relación al acto concreto. 

Si bien en todo el Código hay artículos relacionados con la capacidad o incapacidad de los 

niños/as y adolescentes, las reglas principales se ubican en los libros primero y segundo. 

     En Libro Primero, Parte General, Capítulo 2, el artículo 22, el que determina como regla 

general la capacidad de derecho, exceptuando a determinadas personas conforme al artículo 24, 

entre ellas "la persona que no cuenta con la edad y grado de madurez suficiente" (artículo 24, 

inciso b) CCCN). El calificativo “suficiente” guarda relación con el acto de que se trata: así, la 

suficiencia puede existir para ejercer un acto y tal vez estar ausente en relación a otros. El sistema 

se presenta con un aspecto subjetivo, requiriendo la evaluación del caso concreto para determinar 

la aptitud. Dicha evaluación es llevada a cabo, primero por sus progenitores en ejercicio de la 

responsabilidad parental, luego las instituciones administrativas (escuela, centros de salud, 

etcétera) o judiciales (Ministerios Públicos, Defensorías, etcétera), y como última instancia será 

el juez. 

     El artículo 25, establece que "menor de edad es la persona que no ha cumplido dieciocho 

años. Este Código denomina adolescente a la persona menor de edad que cumplió trece años". 

Ello implica que elimina la categoría de menores impúberes y adultos que existía en el Código 

Civil derogado y la reemplaza por otra distinción entre niños y adolescentes, cuya línea divisoria 

es la edad de 13 años. 

     Esto significa que si es menor de 13 años, no tiene autonomía para la toma de ciertas 
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decisiones, excepto lo normado en disposiciones que se encuentran aisladas dentro del Código, 

como por ejemplo el artículo 595, inciso f), que prescribe que "la adopción se rige por los 

siguientes principios: [...] f)el derecho del niño, niña o adolescente a ser oído y a que su opinión 

sea tenida en cuenta según su edad y grado de madurez, siendo obligatorio requerir su 

consentimiento a partir de los diez años". Pero si tiene 13 años o más, la capacidad del 

adolescente se presume. 

     Siguiendo con el articulado del CCCN, encontramos en el artículo 26, el derecho al cuidado 

del propio cuerpo: "Ejercicio de los derechos por la persona menor de edad. La persona menor 

de edad ejerce sus derechos a través de sus representantes legales. 

No obstante, la que cuenta con edad y grado de madurez suficiente puede ejercer por sí los actos 

que le son permitidos por el ordenamiento jurídico. En situaciones de conflicto de intereses con 

sus representantes legales, puede intervenir con asistencia letrada. 

     La persona menor de edad tiene derecho a ser oída en todo proceso judicial que le concierne, 

así como a participar en las decisiones sobre su persona. 

     Se presume que el adolescente entre trece y dieciséis años tiene aptitud para decidir por sí 

respecto de aquellos tratamientos que no resultan invasivos, ni comprometen su estado de salud 

o provocan un riesgo grave en su vida o integridad física. 

      Si se trata de tratamientos invasivos que comprometen su estado de salud o está en riesgo la 

integridad o la vida, el adolescente debe prestar su consentimiento con la asistencia de sus 

progenitores; el conflicto entre ambos se resuelve teniendo en cuenta su interés superior, sobre 

la base de la opinión médica respecto a las consecuencias de la realización o no del acto médico. 
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     A partir de los dieciséis años el adolescente es considerado como un adulto para las 

decisiones atinentes al cuidado de su propio cuerpo". 

     La primera parte de este artículo se debe interpretar de manera integral y armónica, en 

conjunto con otros dos artículos del Código, uno de ellos es el artículo 261, relativo a los hechos 

y actos jurídicos, que establece que "Es involuntario por falta de discernimiento: a) el acto de 

quien, al momento de realizarlo, está privado de la razón; b) el acto ilícito de la persona menor de 

edad que no ha cumplido diez años; c) el acto lícito de la persona menor de edad que no ha 

cumplido trece años, sin perjuicio de lo establecido en disposiciones especiales". El otro artículo 

es el 639 que se refiere a responsabilidad parental, el cual señala que "La responsabilidad parental 

se rige por los siguientes principios: a) el interés superior del niño; b) la autonomía progresiva del 

hijo conforme a sus características psicofísicas, aptitudes y desarrollo. A mayor autonomía, 

disminuye la representación de los progenitores en el ejercicio de los derechos de los hijos; c) el 

derecho del niño a ser oído y a que su opinión sea tenida en cuenta según su edad y grado de 

madurez". La regla es la presunción de capacidad del adolescente que, a su vez, cuenta con 

discernimiento para los actos lícitos10. Esta presunción es iuris tantum, es decir que admite prueba 

en contrario, lo cual significa que quien se oponga a la autodeterminación del adolescente, deberá 

acreditar su falta de madurez.  

     El sistema previsto por el CCCN, para el cuidado del cuerpo y la salud de los niños/as y 

adolescentes es el siguiente: 

"1. Representación: los niños y niñas, es decir, las personas menores de 13 años, son incapaces 

para tomar decisiones en materia de salud y, en consecuencia, requieren de la representación de 

                                                           
10  CDN Comentada. - 
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sus progenitores, quienes prestarán el consentimiento para el acto médico sin perjuicio de la 

necesaria información y participación del niño, conforme resulta del art. 2 inc. e) de la Ley Nº 

26.529 de Derechos del Paciente del año 2009. 

2. Presunción de autonomía: se presume iuris tantum que el adolescente de entre 13 y 16 años 

tiene aptitud para decidir por sí, en forma autónoma, respecto de aquellos tratamientos que no 

resultan invasivos, ni comprometen su estado de salud o provocan un riesgo grave en su vida o 

integridad física. 

3. Codecisión: si se trata de tratamientos invasivos que comprometen su estado de salud o está 

en riesgo la integridad o la vida, el adolescente de entre 13 y 16 años debe prestar su 

consentimiento conjuntamente con asistencia de sus progenitores y solo ante un conflicto entre 

ellos corresponde habilitar la intervención judicial. 

4. Autonomía o mayoría anticipada para el acto médico: en fin, como regla absoluta y sin 

admitir prueba en contrario, a partir de los 16 años el adolescente es considerado un adulto 

para las decisiones atinentes al cuidado de su propio cuerpo"11.  

      En general, y exceptuando aquellos casos en los que el conflicto es con la protección a la 

vida, hay una predisposición de reconocer a los niños/as y adolescentes un ámbito de decisión en 

el que se respete su voluntad, si cuentan con la madurez suficiente para ello (libertad religiosa, de 

asociación, de opinión, de expresión, sexualidad y uso de anticonceptivos…), aunque sus 

opciones no coincidan con las de sus padres o tutores12. 

                                                           
11  CDN Comentada. - 

12  https://www.pensamientocivil.com.ar/doctrina/3872-capacidad-ninos-y-adolescentes-

para-ejercicio-derechos-personalidad Maluf, Melina. “Capacidad de Niños y Adolescentes para el Ejercicio 

https://www.pensamientocivil.com.ar/doctrina/3872-capacidad-ninos-y-adolescentes-para-ejercicio-derechos-personalidad
https://www.pensamientocivil.com.ar/doctrina/3872-capacidad-ninos-y-adolescentes-para-ejercicio-derechos-personalidad
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      En el Código Civil y Comercial se observa que se atribuye capacidad progresiva a los 

menores de 18 años al incrementarse los márgenes de la autonomía y la participación en carácter 

personal de los niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de sus derechos. La capacidad pasa a 

estructurarse, no ya desde la distinción de incapaces absolutos y relativos, y se distinguen 

diferentes situaciones de actuación a partir del paradigma y/o principio de la Autonomía Personal 

Progresiva. 

Es decir, que la capacidad, más que ser un atributo de la persona, actualmente se conforma como 

Derecho Humano. 

Responsabilidad Parental 

     Es de imperiosa necesidad adecuar la terminología del derecho a la evolución que va teniendo 

la vida real acorde al momento al momento histórico, ya que el leguaje tiene un fuerte valor 

pedagógico y simbólico, por esta razón se entiende necesario remplazar la expresión “patria 

potestad” por la de “responsabilidad parental” denominación que da cuenta de los cambios que ha 

producido en la relación entre padre e hijo. La terminología patria potestad proviene del derecho 

romano, como un término omnímodo e ilimitado, es el poder de imperio del padre, sobre sus 

hijos podía venderlos, podía matarlos eran objeto de su propiedad.  

     En el código de Vélez en su texto originario del art 264 del Código Civil se la define como, 

“el conjunto de derechos y que tenía sobre la persona de los hijos”. Luego con el dictado del al 

Ley N°10903 del año 1918 llamada “Ley Agote”, modifica su definición como el conjunto de 

derechos y obligaciones, si bien la palabra obligación es más relativo al derecho Patrimonial, que 

al derecho de Familia fue aceptado y utilizado hasta el momento. Luego en el año 1985 se dicta la 

                                                                                                                                                                                            

de los Derechos de la Personalidad en el Nuevo Sistema de Derecho Privado Argentino”. (Octubre de 2018). - 
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ley N°23.264 que reforma el código en cuanto al reconocimiento de los hijos extramatrimoniales 

y el ejercicio conjunto de la patria potestad. Y numerosas reformas se fueron introduciendo con el 

paso del tiempo, hasta llegar a la última modificación pasando a ser Código Civil y Comercial.  

     La responsabilidad parental conserva determinadas características del anterior instituto, es una 

norma de orden público o sea es inderogable por el particular. Es un conjunto de derechos y 

deberes son relativos, sé tiene en cuenta lo que tuvo en miras el legislador, su interpretación no 

debe apartarse de la finalidad para la que fue dictada. Y es una norma que se encuentra a control 

Estatal. 

      Todo este sistema que adopta el principio de autonomía progresiva, obliga a reversionar el 

alcance de la responsabilidad parental. La representación del menor (sea legal o necesaria) queda 

únicamente reservada en aquellos supuestos que no hay madurez suficiente y el acto a realizar sea 

complejo, en donde el menor queda desprotegido; en cambio, para los demás casos, los 

progenitores o quienes sean responsables de ese niño, niña y/o adolescente, sólo prestarán a ese 

niño, niña o adolescente, asistencia o apoyo. 

      Hay que diferenciar los conceptos de asistencia y representación, porque la asistencia prevé 

un acompañamiento justificado con la finalidad de proteger al menor, mientras que la 

representación es un mecanismo de sustitución de la voluntad de ese menor. 
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Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes (LEY N° 

26.061) 

      Esta ley fue sancionada en 2005, está reglamentada por el Decreto N° 415/06, y fue la 

precursora al incorporar el principio de autonomía progresiva de forma implícita, porque la 

efectiva realización del concepto de autonomía progresiva requiere la previa escucha del niño, 

niña o adolescente de que se trate, frente a cualquier cuestión que lo involucre. Esta exigencia 

surge ya de la previa ley 26.061 que, receptando el principio general del art. 12 CDN, incorporó 

al art. 3° —como recaudo integrante del concepto de interés superior— el derecho de los niños a 

“ser oídos y atendidos cualquiera sea la forma en que se manifiesten, en todos los ámbitos”, 

respetando “su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento, y demás condiciones 

personales”. También otros artículos de la norma especificaron este derecho: así, el art. 24 

contiene el derecho del niño a “participar y expresar libremente su opinión en los asuntos que les 

conciernan y en aquellos que tengan interés (...) “en todos los ámbitos (…) estatal, familiar, 

comunitario, social, escolar, científico, cultural, deportivo y recreativo” (concs. arts. 19, 27 

CDN)13.  

      La finalidad principal de la ley 26.061 es proteger en forma integral los derechos de las niñas, 

niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para garantizar 

el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos derechos reconocidos en el 

ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación sea parte. 

 

                                                           
13  Código Civil y Comercial de la Nación Comentado. Título Preliminar y Libro Primero. Artículos 1 a 400 – 

Infojus, junio de 2015. 
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JURISPRUDENCIA  

 S. S. L. vs. B. S. T. s. Régimen de visitas14 

CNCiv. Sala I; 10/09/2015; Rubinzal Online; RC J 7702/15 

Los hechos del caso son los siguientes: el progenitor de dos menores solicita que se establezca 

régimen de visitas y de comunicación con sus hijos, al cual la madre se ha opuesto. 

     Como uno de los hijos adquirió la mayoría de edad, en la controversia sólo queda la situación 

de la hija menor. Cuando la progenitora contesta la demanda sostiene que los niños no querían 

encontrarse con su padre, y la psicóloga de la menor mencionó situaciones de violencia familiar 

vivenciadas por la niña y protagonizadas por su padre. La psicóloga expone que es la niña quien 

no desea revincularse con él. 

     En el expediente consta la violencia familiar y se sostiene que el régimen de visitas quede 

supeditado al tratamiento que realice el progenitor denunciado. La niña fue escuchada en la 

Defensoría Pública, mantuvo una entrevista con la magistrada, en los términos del art. 12 de la 

CDN y los arts. 24 y 27 de la Ley 26.061. 

     En la audiencia celebrada en 2013 el progenitor dijo que respetaba la decisión de sus hijos y 

que por el momento no instaría el trámite de la causa. 

Pero en el año 2014, el progenitor sin motivos expresos solicitó reanudación de plazos. Por el 

tiempo transcurrido, la jueza solicita escuchar a la joven nuevamente y volvió a estar de acuerdo 

con rechazar la demanda del padre. 
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     La sentencia ponderó la edad de la niña, sus manifestaciones, las circunstancias del caso y 

desestimó la pretensión. El apelante se queja. La insistencia del recurrente demuestra que no tiene 

en cuenta varios principios receptados en nuestro país como los de la Convención de los 

Derechos del Niño (arts. 3.1; 5; 12; 14 – interés superior del niño-) y su derecho a ser oído y a 

que su opinión sea tenida en cuenta. 

     Resultan relevantes los elementos de juicio reseñados y dos directrices más: la edad de la niña 

y que se presupone que, por todos los años que lleva el conflicto con su padre (seis años), se 

presume su aptitud para adoptar una posición respecto del vínculo que la niña quiere establecer 

con su padre (escuchar su opinión). Más cuando se encuentra respaldado por la intervención de 

los profesionales de la salud, que trabajaron con ella durante todo el proceso, sosteniendo de 

manera inequívoca la misma decisión. 

     Los argumentos del padre se fundan en su propio interés, y no formula alternativas de 

revinculación. Por ello, el tribunal resuelve confirmar la decisión apelada (rechazo de la demanda 

de revinculación y régimen de visitas). 

 Impugnación del estado de hijo matrimonial. - Acción de impugnación de la paternidad - 

Presunción - Prueba de ADN - Acción de filiación extramatrimonial -Apellido – 

Adolescente15. 

                                                                                                                                                                                            
14 Fallo “S. S. L. vs. B. S. T. s. Régimen de visitas” CNCiv. Sala I, 10/09/2015, Rubinzal Online, página 1.- 

15 Fallo “Asesora de Menores vs. S., M. P. y otros s. Ordinario” (Impugnación del estado de hijo matrimonial. - 

Acción de impugnación de la paternidad - Presunción - Prueba de ADN - Acción de filiación extramatrimonial - 

Apellido - Adolescente) Juzgado CC, Curuzú Cuatiá, Corrientes, 28/06/2016, Rubinzal Online, página 46.- 
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     En este caso, hay una adolescente de 14 años que presenta demanda de impugnación de 

paternidad que, por presunción legal, en el Registro Provincial de las Personas, estaba inscripta 

como hija del matrimonio demandado. 

     Se le hace lugar íntegramente a la demanda y también se hace lugar a una segunda demanda 

sobre filiación entablada contra quien resulta ser su padre biológico, conforme a la prueba de 

ADN que se adjunta. 

     La adolescente funda su derecho en los arts. 570, siguientes y concordantes, y 531 del Código 

Civil y Comercial de la Nación, el Pacto de San José de Costa Rica y en la Convención de los 

Derechos del Niño, ambos con jerarquía constitucional, y a la Ley 26.061, art. 3. 

En este fallo se atiende al principio de la Capacidad Progresiva, conforme al artículo 26 del CC y 

CN. 

     La adolescente se presentó ante el Ministerio Pupilar solicitando asesoramiento, manifestando 

su voluntad de que se reconozca judicialmente su situación. Asimismo, del relato de la menor y 

del grupo familiar se desprende que reconocen la verdadera filiación desde hace varios años, que 

es desde cuando la adolescente convive con su madre y su padre biológico, quien la reconoce 

como hija y le da trato de tal. A su vez, el demandado como presunto padre se allanó a la 

demanda.  

     La demandada, su madre, también se allana a la demanda. Y al mismo tiempo se allana a la 

demanda quien goza de la presunción de paternidad, es decir quien estaba registrado como su 

padre y éste reconoce que la niña no es su hija biológica. 

     Se corre traslado a la Asesora de Menores y se fija audiencia para oir a la niña. Se realiza la 
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misma y se le pregunta a la niña su opinión sobre lo actuado en la causa. Ella contó que fue su 

decisión iniciar el proceso porque era lo correcto. 

Se resolvió que, en atención al grado de madurez presentado por la adolescente, se le consultara 

que apellido deseaba tener, y ella afirmó el deseo de llevar el apellido materno seguido del 

apellido paterno. 

     La Asesora solicitó que se dicte sentencia respetando el Derecho a la Identidad de la 

adolescente. 

     Por lo tanto, se falló haciendo lugar íntegramente a la demanda entablada de impugnación de 

paternidad, en conjunto con la demanda de emplazamiento de filiación, para ser reconocida como 

hija de su padre biológico, así que la adolescente debió ser inscripta con su nueva identidad. 
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CONCLUSIÓN FINAL 

     El propósito del presente trabajo fue desarrollar unos de los principios fundamentales, que es 

el de la autonomía progresiva de los niños, niñas y adolescentes, teniendo en cuenta los 

instrumentos tanto internacionales ratificados por nuestro país como nacionales, que permitieron 

a tal principio integrarse a nuestra legislación y hoy conformar, junto a otros principios de 

derechos humanos, la base de nuestro ordenamiento jurídico. 

     Los derechos de los niños han experimentado una evolución que, si bien no fue rápida, si ha 

sido constante en el tiempo, hasta alcanzar el nuevo paradigma de la protección integral, que le 

da un nuevo sentido a la concepción de la niñez, permitiendo alcanzar mayor autonomía e 

independencia como persona sujeta de derechos. 

     Como se puede observar, a partir de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, de 

1989, que estableció las bases mínimas para los derechos y protección de la niñez y a la cual 

nuestro país adhirió, Argentina se vio obligada a modificar su legislación para adecuarse a dicha 

Convención, ya que la misma tiene jerarquía constitucional a partir de 1994 y conforma el bloque 

de constitucionalidad de la Nación. 

     Como vimos, en el año 2005 se sanciona la ley de Protección Integral, ley Nª 26.061, la 

finalidad era complementar a la CDN, pero estaba el inconveniente de que se encontraba aún 

vigente el Código Civil de Vélez Sarsfield como normativa de fondo, y contenía una visión 

diferente sobre el concepto de la niñez, en el cual los niños y adolescentes eran objetos de 

protección. 

     En el año 2015, gracias a la sanción del Código Civil y Comercial de la Nación, y a la 

constitucionalización del derecho privado, se logra incluir el cambio de paradigma y el concepto 
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sobre la niñez, pasando de ser objeto a sujeto de derechos. No hay avance jurídico, pero incorpora 

a la legislación de fondo los principios ya dispuestos en la CDN y en la ley 26.061. Estos 

principios constituyen un eje que atraviesa todo el Código, permitiendo la protección de los 

derechos de niños, niñas y adolescentes de forma más equilibrada y ordenada. 

     Uno de esos principios es de la Autonomía Progresiva de niños/as y adolescentes que permite 

ir adquiriendo de manera gradual mayor capacidad de ejercicio e independencia a medida que 

adquieren más edad y madurez suficiente para la realización de actos de la vida cotidiana. 

     Con todo lo expuesto, podemos decir que es importante lo que el plexo normativo fue 

avanzando en derechos y protección para la niñez y adolescencia, aunque falte todavía un largo 

camino por recorrer; pero lo más trascendental es poder llevar a la práctica la letra escrita y así 

cumplir con lo normado por la ley, cumplimiento que no sólo compete al sistema de justicia, sino 

que debe ser valorado de manera interdisciplinaria para protección integral de los niños, niñas y 

adolescentes. -  
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